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El pasado 14 noviembre de 2017, el 
Comité Central de Arbitraje del Rei-
no Unido dictó un laudo en el que se 
analizaba de forma pormenorizada la 
prestación de servicios de los reparti-
dores (riders) de Deliveroo, con el fin de 
determinar la naturaleza de la relación 
jurídica que mantienen con esta inno-
vadora empresa de entrega de comida 
a domicilio.

El procedimiento trae causa en 
una demanda colectiva formulada por 
el sindicato Independent Workers Union 
of Great Britain, en la que se solicita-
ba que se declarase que los riders se 
encuentran amparados por las dispo-
siciones previstas en la Sección 296 de 
la Ley de Sindicatos y Relaciones Labo-
rales de 1992, aplicables únicamente 
a trabajadores por cuenta ajena. Sin 
embargo, el Comité Central de Arbi-
traje que resuelve que los repartidores 
de Deliveroo no pueden subsumirse 
dentro de esta figura y, por ende, que-
dan fuera de la protección que ofrece 
la normativa mencionada.

Esta conclusión se alcanza tras el 
estudio de las cláusulas pactadas en 
los contratos, así como de la efectiva 
ejecución de las mismas, entre lo que 
destaca principalmente que los riders: 
(i) deben aportar el equipo necesario
para la prestación de los servicios (te-

léfono, bicicleta y moto), (ii) son remu-
nerados por cada reparto realizado, (iii) 
gozan de la facultad discrecional de 
decidir si aceptan o rechazan el pedi-
do que se les haya asignado (de hecho, 
sólo tienen la obligación de aceptar un 
encargo al trimestre para poder man-
tenerse activos en la plataforma) y (iv) 
pueden ser sustituidos en el ejercicio 
de sus repartos por quienes ellos deter-
minen, sean o no riders de Deliveroo, y 
cuantas veces quieran.

Notas de dependencia y ajenidad

Todos estos elementos son ex-
traordinariamente relevantes a la hora 
de valorar la concurrencia de las notas 
de dependencia y ajenidad, puesto que 
denotan un alto grado de autonomía 
en la organización del trabajo y un 
control de los ingresos que se quieren 
generar (propios, por otra parte, de la 
economía colaborativa o por encargo). 
No obstante, tal y como se reconoce en 
la propia resolución, el hecho que hace 
inclinar la balanza es que los riders 
puedan escoger libremente si quieren 

que sea un tercero ajeno a Deliveroo 
el que desarrolle la prestación, toda 
vez que se considera que el carácter 
personalísimo en la ejecución de los 
servicios es una característica y defi-
nitoria de las relaciones laborales por 
cuenta ajena.

A la luz de este razonamiento 
(que sería perfectamente extrapolable 
a nuestro país puesto que, en esencia, 
las disposiciones nacionales no difie-
ren a la hora de definir las relaciones 
laborales) todos nos preguntábamos 
cuál sería la lectura que harían los or-
ganismos españoles de la situación de 
los riders locales.

Acta de la Inspección  
de Trabajo de Valencia

La primera respuesta no ha tar-
dado en llegar de la mano de la Ins-
pección de Trabajo de Valencia, quien, 
en diciembre de 2017, ha resuelto el 
procedimiento iniciado en el mes de 
septiembre del año anterior, emitien-
do un acta de liquidación de cuotas a la 
Seguridad Social por el que se condena 

a la filial española de Deliveroo a regu-
larizar la situación de sus repartidores.

En una resolución de más de cien 
folios que se quiere presentar como un 
exhaustivo ejercicio de búsqueda de la 
verdad material, la Inspección de Tra-
bajo reivindica expresamente que «los 
contratos son lo que son, y no lo que las 
partes dicen que son», y que las rela-
ciones laborales nacidas en el mercado 
de la nueva economía de plataformas, 
no son una excepción a esta regla.

Sin mencionarlo expresamente, el 
acta rebate prácticamente todos los 
elementos destacados por la resolu-
ción arbitral británica. En este sentido, 
por ejemplo, argumenta que el verda-
dero medio producción de Deliveroo 
es la plataforma tecnológica y que los 
materiales aportados por los traba-
jadores carecen del suficiente valor e 
importancia como para entender que 
existe una auténtica ajenidad. Por otra 
parte, atendiendo a las manifestacio-
nes realizadas por los trabajadores en-
trevistados y a los extractos de algunas 
conversaciones del chat interno con el 
coordinador del servicio, concluye que 

la libertad de los riders de elegir si 
aceptan los encargos no es tal, puesto 
que si los rechazan, en algunas ocasio-
nes, la aplicación les saca de la plata-
forma y no pueden recibir más ofertas 
ese día y, en otras, ven disminuidas las 
ofertas que reciben en los días o sema-
nas siguientes.

También resalta que, si bien existe 
cierta flexibilización en la determina-
ción de los horarios y las zonas (son los 
riders quienes inicialmente muestran 
su disponibilidad para trabajar), la de-
cisión final está en manos de Deliveroo, 
que es quien finalmente establece los 
cuadrantes de servicios e incluso quien 
aprueba las vacaciones o las ausen-
cias. Por ello, y porque la empresa (i) 
emite instrucciones detalladas acerca 
de cómo prestar los servicios y (ii) se 
realiza un control exhaustivo a través 
de un geolocalizador de la forma en 
que se realiza el reparto, la Inspección 
de Trabajo concluye que los riders están 
insertos en la organización de un terce-
ro que controla sus actividades.

Sin embargo, el acta apenas dedi-
ca una frase para argumentar por qué 
considera que la prestación de servi-
cios de los riders españoles es perso-
nalísima, a pesar de que los contratos 
prevén una amplia facultad de susti-
tución, afirmando simplemente que 
el trabajo personal viene demostrado 
por las facturas y la constancia de las 
percepciones.

¿Significa esto que si los riders 
efectivamente compartiesen los en-
cargos con terceros ajenos a Deliveroo 
perderían la condición de trabajado-
res? ¿Es el elemento intuitu personae 
un requisito necesario o puede ser 
suplido si concurren las otras cuatro 
notas de laboralidad? Tendremos que 
esperar a ulteriores pronunciamientos 
para ver si los organismos españoles 
acogen la tesis del Comité Central de 
Arbitraje del Reino Unido.

Un dron o aeronave civil pilotada por 
control remoto (RPA), está definida 
legalmente como una aeronave no tri-
pulada dirigida a distancia desde una 
estación de pilotaje remoto.

Se les han atribuido todo tipo de 
usos, como vigilancia de volcanes y 
océanos, control de fenómenos at-
mosféricos, repetidores de satélites 
de comunicación e internet, control 
de explotaciones mineras, ayuda a la 
construcción de edificios y control de 
desarrollo urbanístico, vigilancia fron-
teriza, uso agrícola y forestal, contacto 
con entornos y materiales peligrosos, 
rescate en zonas aisladas o de difícil 
acceso, filmación de eventos, confec-
ción de mapas 3D con datos geológicos 
sedimentológicos y geofísicos, control y 
análisis de manifestaciones y concier-
tos, monitorización del tráfico, etc.

En el sector privado, en noviembre 
de 2016 Domino’s Pizza viralizó un ví-
deo en el que un dron entregaba una 
pizza y en diciembre de ese año, Ama-
zon realizó el primer envío en una casa 
de campo del Reino Unido, en solo tre-
ce minutos, mediante un dron eléctrico 
autónomo programado con las coorde-
nadas de destino y guiado por GPS, en 
el seno de las pruebas que está rea-
lizando de su proyecto de entrega de 
paquetería mediante drones llamado 
Prime Air. Aunque el radio de acción de 
los drones se limita a diez kilómetros, 
se trabaja en estaciones móviles de 
reparto que transporten los paquetes.

El Real Decreto 1036/2017, 
de 15 de diciembre

Hasta ahora la normativa espa-
ñola era escasa y se completaba con 
las directrices de la Agencia Estatal 

para la Seguridad Aérea (AESA) y de 
la Agencia Europea de Seguridad Aé-
rea (EASA, por sus siglas en inglés, 
European Aviation Safety Agency). Se 
anunció que se promulgaría una nueva 
normativa durante 2017, lo que se ha 
verificado mediante el Real Decreto 
1036/2017, de 15 de diciembre, por el 
que se regula la utilización civil de las 
aeronaves pilotadas por control remo-
to, que deroga el artículo 50 de la Ley 
18/2014, de 15 de octubre y hace las 
necesarias modificaciones en el Real 
Decreto 552/2014, de 27 de junio, por 
el que se desarrolla el Reglamento del 

aire y disposiciones operativas comu-
nes para los servicios y procedimien-
tos de navegación aérea y en el Real 
Decreto 57/2002, de 18 de enero, por 
el que se aprueba el Reglamento de 
Circulación Aérea.

El Real Decreto 1036/2017 es de 
aplicación a las RPA cuya masa máxi-
ma al despegue sea inferior a los 150 
kg o cuando estén excluidas de la apli-
cación del Reglamento (CE) 216/2008 
del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 20 de febrero de 2008, que efectúen 
operaciones aéreas especializadas o 
vuelos experimentales; así como a las 

que efectúen actividades de aduanas, 
policía, búsqueda y salvamento, lucha 
contra incendios, guardacostas o si-
milares. Por tanto, el uso recreativo y 
deportivo queda fuera del ámbito de 
aplicación de la norma.

Según establece el art. 9 del Real 
Decreto 1036/2017, las RPA con una 
masa máxima al despegue que exce-
da de 25 kg, deberán estar inscritas 
en el Registro de Matrícula de Aero-
naves Civiles y obtener el Certificado 
de Aeronavegabilidad. Asimismo, los 
arts. 33 y ss establecen los requisitos, 
conocimientos teóricos y certificados 

médicos que deben reunir los pilotos 
remotos. Todo ello, sin perjuicio de la 
comunicación previa o autorización 
necesaria para obtener la habilitación 
para el ejercicio de operaciones aéreas 
especializadas o para la realización de 
vuelos experimentales, según lo dis-
puesto en los arts. 39 y ss.

Drones usados y 
seguridad privada

Además de esta legislación, hay 
que atender a otras normas, como en 
caso de los drones usados para segu-
ridad privada, en los que debe evitarse 
especialmente que esta vigilancia se 
convierta en acoso, así como la entrada 
en una propiedad privada sin la debida 
autorización, pues ello constituiría un 
delito de allanamiento de morada.

Asimismo, en materia de respon-
sabilidad, sin perjuicio del seguro 
establecido en el art. 26-c) del Real 
Decreto 1036/2017, los pilotos de las 
RPA son los responsables de los daños 
personales y materiales que puedan 
ocasionarse, tanto civiles (art. 1902 
del código Civil), como penales (art. 
263 del Código Penal); así como de las 
violaciones de los derechos a la inti-
midad y la propia imagen protegidos 
por el art. 18-1 de la Constitución y la 
Ley Orgánica 1/1982, de 5 de Mayo, de 
Protección Civil del Derecho al Honor, 
a la Intimidad Personal y Familiar y a la 
Propia Imagen, mediante la captación 
y/o difusión de imágenes o videos; que 
en el caso de ser grave, podría supo-
ner un delito de descubrimiento y re-
velación de secretos (arts. 197 y ss del 
Código Penal).

También hay que tener en cuenta 
que se considera dato personal todo 
aquello que identifique o haga iden-
tificable a una persona, de forma que 
la imagen tiene la consideración de 
dato personal y, por tanto, no sólo se 
recopilan datos personales cuando se 
recogen elementos de geolocalización, 
sino también cuando se realice cual-
quier grabación, fotografía o vídeo que 
incorpore la imagen de una persona. 
Por tanto, hay que observar lo dispues-
to en la normativa española de protec-
ción de datos, el Reglamento Europeo 
de Protección de Datos y las directrices 
del Grupo de Trabajo del Artículo 29.
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